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PENSIÓN DE JUBILACIÓN / FACTORES SALARIALES PARA LIQUIDACIÓN / NO CONSIDERADOS EN CONVENCIÓN COLECTIVA / VACÍO LO SUPLE LA LEY VIGENTE AL MOMENTO DE CAUSACIÓN DEL DERECHO.- Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sostener, que en materia pensional los vacíos dejados por las partes en la convención colectiva de trabajo, deben ser cubiertos por lo que establezca la Ley vigente para el momento en que se causó el derecho; situación ésta que recordó en la sentencia SL-6387 de 11 de mayo de 2016 radicación Nº 46.604 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, de la siguiente manera: 

“De otra parte, cabe decir en cuanto al argumento del casacionista de que se acuda al principio de favorabilidad para resolver el enfrentamiento generado entre la ley y la convención colectiva de trabajo, que, en este caso, no existe un conflicto entre dos normas, sino, más bien, una complementación entre ellas, en la medida que el vacío dejado por las partes en la convención colectiva de trabajo en cuanto al tope máximo de la pensión reconocida al actor, debe ser llenado mediante la aplicación de la ley vigente, esto es la L. 71/1988.”.

Conforme con lo expuesto, cuando un empleado del orden territorial adquiere los requisitos para ser beneficiario de la pensión de jubilación convencional, los factores salariales a tener en cuenta para liquidar la prestación serán los que se encuentren dispuestos en las normas convencionales, y de no ser así, el vacio dejado por las partes deberá ser cubierto por la Ley que en materia de pensiones se encuentre vigente para el momento en el que se causa el derecho.
(…)

Como el demandante causó la pensión de jubilación el 29 de julio de 1992, como se informa en la resolución Nº 948 de 1992 –fls.9 y 10-, la normatividad vigente en pensiones en el sector público era la Ley 33 de 1985, previendo en el artículo 1º que la tasa de reemplazo que arroja la mesada pensional se le debe aplicar al salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicios; determinando en el artículo 3º modificado por la Ley 62 de 1982, que la base de liquidación para los empleados del orden nacional será la comprendida con la asignación básica, gastos de representación, prima técnica, dominicales y feriados, horas extras, bonificación por servicios prestados y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio; y que en todo caso las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes.
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MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, catorce de marzo de dos mil dieciocho, siendo las ocho y quince minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el DEPARTAMENTO DE RISARALDA en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del  Circuito el 14 de agosto de 2017, así como el grado jurisdiccional de consulta de la misma, dentro del proceso que le promueve el señor ERNESTO FLÓREZ CASTAÑO, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2017-00190-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Ernesto Flórez Castaño que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reliquide la pensión de jubilación reconocida por el Departamento de Risaralda y con base en ello aspira que se condene a la entidad territorial a cancelar la diferencia pensional causada desde el 25 de julio de 2013, la indexación de las sumas reconocidas y subsidiariamente los intereses moratorios a que haya lugar y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Nació el 22 de septiembre de 1933; prestó sus servicios en calidad de trabajador oficial en la secretaría de obras públicas de la Gobernación de Risaralda; mediante la resolución Nº 948 de 29 de diciembre de 1992 la Caja de Seguridad Social del Departamento de Risaralda “Caseris” le reconoció la pensión de jubilación a partir del 15 de diciembre de 1992; la prestación fue calculada con base en el 88% del promedio mensual de salarios devengados durante el último año de servicios, tomando como salarios los valores que sirvieron de aporte; el monto reconocido para el año 1992 fue de $148.557; el 25 de julio de 2016 solicitó la reliquidación de la prestación económica con base en todos los factores salariales devengados durante el último año de servicios; en la resolución Nº 093 de 3 de febrero de 2017 se tuvo como salario base para reliquidar la pensión la suma de $187.259, lo que llevó a que fijaran como mesada pensional para el año 2017 la suma de $1.560.233; considera que teniendo en cuenta todos los factores salariales, se le debe reconocer una mesada pensional para el año 2017 de $1.991.503.
Al dar respuesta a la demanda –fls.29 a 36- el Departamento de Risaralda aceptó la mayoría de los hechos narrados anteriormente, menos en el que el actor sostiene que considera que la mesada pensional para el año 2017 es de $1.991.503, respecto del cual expresó que era una apreciación de la parte demandante. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “Prescripción” y “La Genérica”.
En sentencia de 14 de agosto de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Ernesto Flórez Castaño tenía derecho a que el Departamento de Risaralda le liquidara la pensión de jubilación convencional teniendo en cuenta todos los factores salariales previstos en el artículo 45 del Decreto 1045 de 1978, es decir, que en su caso no solo debía considerar únicamente la asignación básica, sino también lo correspondiente a los recargos por festivos y dominicales, el subsidio de transporte, las primas de navidad y vacaciones, lo que implicaba que se le reconociera un IBL para el año 1992 del orden de $224.774,58, que al aplicarle la tasa de reemplazo del 88% genera una mesada pensional de $197.801,63.
Por lo expuesto condenó al Departamento de Risaralda a reconocer y pagar la diferencia pensional causada a partir de la mesada del mes de junio de 2013, realizando el descuento del 12% correspondiente a los aportes en salud. Igualmente le ordenó al ente territorial cancelar la indexación de las sumas reconocidas.

Inconforme con la decisión, el Departamento de Risaralda interpuso recurso de apelación argumentando que en el presente caso no es posible acceder a la reliquidación de la pensión de jubilación reconocida a favor del señor Ernesto Flórez Castaño, pues si bien la convención colectiva de trabajo no establece los factores salariales a tener en cuenta para la liquidación del IBL, la verdad es que no es el Decreto 1045 de 1978 el llamado a llenar ese vacío, sino la Ley 33 de 1985 y en la Ley 62 de 1985.

Al haber resultado condenado el Departamento de Risaralda, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:
¿Tiene derecho el señor Ernesto Flórez Castaño a que se le reajuste la pensión de jubilación convencional reconocida por el Departamento de Risaralda mediante la resolución Nº 948 de 1992, reliquidada en la resolución Nº 093 de 3 de febrero de 2017?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

FACTORES SALARIALES A TENER EN CUENTA PARA LA LIQUIDACION DE LA PENSION DE JUBILACIÓN CONVENCIONAL CUANDO NO SE DISPONEN EN LA CONVENCION COLECTIVA.

Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sostener, que en materia pensional los vacíos dejados por las partes en la convención colectiva de trabajo, deben ser cubiertos por lo que establezca la Ley vigente para el momento en que se causó el derecho; situación ésta que recordó en la sentencia SL-6387 de 11 de mayo de 2016 radicación Nº 46.604 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, de la siguiente manera: 

“De otra parte, cabe decir en cuanto al argumento del casacionista de que se acuda al principio de favorabilidad para resolver el enfrentamiento generado entre la ley y la convención colectiva de trabajo, que, en este caso, no existe un conflicto entre dos normas, sino, más bien, una complementación entre ellas, en la medida que el vacío dejado por las partes en la convención colectiva de trabajo en cuanto al tope máximo de la pensión reconocida al actor, debe ser llenado mediante la aplicación de la ley vigente, esto es la L. 71/1988.”.
Conforme con lo expuesto, cuando un empleado del orden territorial adquiere los requisitos para ser beneficiario de la pensión de jubilación convencional, los factores salariales a tener en cuenta para liquidar la prestación serán los que se encuentren dispuestos en las normas convencionales, y de no ser así, el vacio dejado por las partes deberá ser cubierto por la Ley que en materia de pensiones se encuentre vigente para el momento en el que se causa el derecho. 

EL CASO CONCRETO

Ninguna discusión se presenta en el presente litigio sobre la condición de pensionado del Departamento de Risaralda que tiene el señor Ernesto Flórez Castaño, ni tampoco respecto a la tasa de reemplazo aplicada al momento de liquidar la pensión de jubilación, no solo por lo expresado en la demanda, sino porque tal circunstancia fue aceptada por la entidad accionada en la respuesta que dio al libelo introductorio –fls.29 a 36-.
Lo que es materia de discusión en esta sede, es si para liquidar la pensión de jubilación convencional reconocida al actor, se debían tener en cuenta los factores salariales previstos en el Decreto 1045 de 1978 como lo estableció la a quo, al no haber quedado definida esa situación en la convención colectiva de trabajo como lo acepta el Departamento de Risaralda en la sustentación del recurso de apelación.

Bajo esos parámetros, como se expuso en las consideraciones, al no contemplar la convención colectiva de trabajo los factores salariales a tener en cuenta para liquidar la pensión de jubilación convencional, se debe recurrir a la norma vigente para el momento en que se causó la prestación económica. 
Como el demandante causó la pensión de jubilación el 29 de julio de 1992, como se informa en la resolución Nº 948 de 1992 –fls.9 y 10-, la normatividad vigente en pensiones en el sector público era la Ley 33 de 1985, previendo en el artículo 1º que la tasa de reemplazo que arroja la mesada pensional se le debe aplicar al salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicios; determinando en el artículo 3º modificado por la Ley 62 de 1982, que la base de liquidación para los empleados del orden nacional será la comprendida con la asignación básica, gastos de representación, prima técnica, dominicales y feriados, horas extras, bonificación por servicios prestados y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio; y que en todo caso las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes.
Es decir, es esa la base de liquidación que se debe tener en cuenta para liquidar el IBL de las pensiones de jubilación en el sector público antes de entrar en vigencia la Ley 100 de 1993 y no el artículo 45 del Decreto 1045 de 1978 como equivocadamente lo concluyó la funcionaria de primer grado, pues nótese que la Ley 33 de 1985 determina de manera concreta cual es la base que se debe tomar para liquidar la prestación económica, sin necesidad de remitir a ninguna otra normatividad para definir esa situación.
Sentado lo anterior, se tiene entonces que para liquidar la pensión de jubilación del señor Ernesto Flórez Castaño, se deben tener en cuenta todos los factores salariales devengados por él entre el 30 de julio de 1991 y el 29 de julio de 1992 que sirvieron de base para calcular los aportes.

En ese sentido la Secretaría Administrativa del Departamento de Risaralda en la resolución Nº 093 de 3 de febrero de 2017 –fls.83 a 89- determinó que además del salario básico devengado por el señor Ernesto Flórez Castaño, en el último año de servicios percibió, para efectos pensionales, las siguientes prestaciones económicas: En el año 1991 la prima de vacaciones en cuantía de $149.305 y en el año 1992 la prima de vacaciones correspondiente a $304.437, prima de navidad igual a $186.390, festivos del orden de $24.852 y subsidio de transporte equivalentes a la suma de $6.533; puntualizando que la asignación básica para los años 1991 y 1992 era igual a las sumas de $144.489 y $189.390 respectivamente.

Al realizar los cálculos, como se aprecia en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, se encuentra que para el 29 de julio de 1992 el promedio de los factores salariales para efectos pensionales que recibió el accionante ascienden a $224.774,58, que al aplicarle la tasa de reemplazo del 88% arroja una mesada pensional para esa anualidad del orden de $197.801,63 como lo determinó la falladora de primera instancia; por lo que al haberle reconocido el Departamento de Risaralda una suma inferior, esto es, $164.788,40, tiene derecho el señor Flórez Castaño a que se le reajuste la pensión de jubilación reconocida por el mencionado ente territorial, misma que para el año 2018 asciende a la suma de $1.975.220,02.
También le asiste razón a la falladora de primer grado cuando declaró probada parcialmente la excepción de prescripción propuesta por la parte demandada sobre todas las obligaciones causadas con anterioridad a la mesada de julio de 2013, al haber presentado la reclamación administrativa el 25 de julio de 2016 –fl.11-.
Así las cosas, de acuerdo con las operaciones correspondientes, tiene derecho el accionante a que se le reconozca por concepto de diferencia pensional causada entre el mes de julio de 2013 y el 28 de febrero de 2018, la suma de $20.090.130,70.

Igualmente tiene derecho el actor a que se le reconozca y pague la indexación de las sumas reconocidas al momento en que se haga efectivo el pago de la obligación, pues como bien es sabido el paso del tiempo afecta el valor adquisitivo de la moneda en Colombia, como adecuadamente lo estableció la falladora de primer grado.
Se autoriza al Departamento de Risaralda para que descuente de la suma reconocida por concepto de diferencia pensional, el 12% correspondiente a los aportes en salud.

En el anterior orden de ideas, se modificar los ordinales segundo y cuarto de la sentencia objeto de estudio.

Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales SEGUNDO y CUARTO de la sentencia recurrida, los cuales quedarán así:
“SEGUNDO. DECLARAR que la liquidación del IBL de la pensión de jubilación convencional reconocida por el DEPARTAMENTO DE RISARALDA al señor ERNESTO FLÓREZ CASTAÑO, debe efectuarse de acuerdo con los parámetros establecidos en los artículos 1º y 3º de la Ley 33 de 1985, con la modificación que éste último le introdujo la Ley 62 de 1985.
CUARTO. CONDENAR al DEPARTAMENTO DE RISARALDA a reconocer y pagar a favor del señor ERNESTO FLÓREZ CASTAÑO por concepto de diferencia pensional causada entre el mes de julio de 2013 y el 28 de febrero de 2018, la suma de $20.090.130,70.”.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 14 de agosto de 2017.
Sin costas en esta sede.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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